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RESUMEN: La presente investigación 
pretende visibilizar la labor de los 
organismos de protección de los derechos 
humanos como garantes y defensores de la 
sociedad; se analizan las características de 
las recomendaciones y su efectividad en la 
reparación del daño provocado por 
violaciones a los derechos humanos. La 
metodología utilizada parte del enfoque 
cualitativo socio-jurídico, basado en la 
búsqueda, revisión y análisis de los 
ordenamientos jurídicos, informes 
gubernamentales e investigaciones que 
contemplan la reparación del daño por 
violaciones a derechos humanos y la 

 ABSTRACT: This research aims to 
highlight the work of human rights 
protection institutions as guarantors 
and defenders of society. It analyzes 
the characteristics of human rights 
recommendations and their 
effectiveness in repairing harm caused 
by human rights violations. The 
methodology used is based on a socio-
legal qualitative approach, relying on 
the search, review, and analysis of 
legal provisions, government reports, 
and studies that address reparation for 
harm caused by human rights 
violations and the responsibility of 
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responsabilidad de las autoridades, bajo la 
crítica del principio de efectividad de los 
derechos humanos. 
La reparación del daño por violación a los 
derechos humanos subsiste a pesar de que 
las autoridades no acepten las 
recomendaciones formuladas por los 
organismos de protección de los derechos 
humanos. La reparación integral del daño 
se posiciona como un derecho autónomo 
para las víctimas de violaciones a derechos 
humanos; este artículo de investigación 
ofrecerá un aporte para que las y los 
operadores jurídicos se encuentren en 
posibilidad de implementar vías de litigio 
que permitan exigir la indemnización -
medida de compensación- ordenada vía 
recomendación de los organismos de 
derechos humanos, lo que permitirá 
avanzar en la garantía del derecho 
fundamental a la reparación integral. 
Palabras clave: Derechos humanos; 
reparación integral del daño; 
recomendaciones. 

authorities, under a critique grounded 
in the principle of effectiveness of 
human rights. 
Reparation for harm resulting from 
human rights violations persists even 
when authorities do not accept the 
recommendations issued by public 
human rights protection institutions. In 
this sense, full reparation is positioned 
as an autonomous right for victims of 
human rights violations. Therefore, 
this research article provides a 
contribution enabling legal 
practitioners to implement litigation 
strategies that allow them to demand 
compensation—an essential 
reparation measure—ordered through 
recommendations issued by human 
rights institutions. This will help 
advance the guarantee of the 
fundamental right to full reparation. 
Keywords: Human rights; Full 
reparation; recommendations. 

 
SUMARIO: Introducción. 1. los organismos constitucionalmente autónomos de derechos 
humanos. 2. La reparación integral a través de las recomendaciones de derechos humanos. 
3. Efectividad de las recomendaciones en materia de derechos humanos. Conclusión. 
Fuentes de Consulta. 
 

Introducción 
El actual panorama social, jurídico y político en México exige observar con cautela el 
desarrollo y la subsistencia de ciertas instituciones encargadas de la defensa de la 
ciudadanía. En tal tesitura, en el presente documento se pretende visibilizar la fundamental 
labor que desarrollan los Organismos Públicos de Protección de Derechos Humanos, que les 
caracteriza como garantes y defensores de la sociedad. Por ello resulta pertinente el análisis 
de los documentos que por excelencia emiten, esto es “las recomendaciones”, 
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específicamente por cuanto se refiere a la reparación de los daños provocados por las 
violaciones a derechos humanos. 

Se partirá de la premisa de que la obligación de reparar los daños subsiste a pesar de que 
las autoridades se decanten por no aceptar las recomendaciones que les son emitidas, 
consolidando la reparación integral de los daños, como un derecho humano autónomo de 
las víctimas. Para sostener el planteamiento señalado, el contenido de la investigación se 
estructura de tal forma que sostiene la valía y viabilidad de las funciones de los organismos 
de protección de los derechos humanos, al recordar uno de sus fines más importantes: la 
reparación integral. Se aborda el origen y la naturaleza de corte constitucional, de las 
recomendaciones, evaluando su efectividad ante una eventual no aceptación de las 
autoridades, citando criterios que podrían dotar de fuerza a las determinaciones en 
comento. 

Del mismo modo, se proporcionan elementos sustanciales para que las y los operadores 
jurídicos, tengan estrategias a su alcance para implementar litigio estratégico, que les 
permitan obtener indemnizaciones, compensaciones y otras medidas, vía reparación 
integral del daño, garantizando así la vigencia del derecho humano a la reparación integral 
de las víctimas. Por medio de un enfoque cualitativo socio jurídico, empleando la búsqueda, 
revisión y análisis de diversos documentos jurídicos; concatenando tales hallazgos con 
informes gubernamentales e investigaciones académicas referentes a la reparación integral 
del daño; y al tenor del principio de máxima efectividad de los derechos humanos. Se 
propone un análisis del marco teórico, a partir de la evolución histórica del Ombusperson, 
en la Constitución Sueca, hasta su positivización en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Se expone, además una discreta, pero latente distinción entre los sistemas judiciales y no 
judiciales de protección de los derechos humanos, planteando la cuestión de la presunta 
“debilidad” de las recomendaciones al no contar con fuerza vinculatoria directa, frente a las 
sentencias que si cuentan con ella. Como se dice comúnmente en el ámbito jurídico: “los 
hechos notorios no están sujetos a prueba”, al respecto, el pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN) estimó en la tesis de jurisprudencia P./J. 74/2006, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Tomo XXIII, de junio de 2006, a 
página 963, que: 

deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se consideran ciertos e 
indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la 
vida pública actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que 
toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho 
notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros 
de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no 
hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento 
público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento. (SCJN, 2006, párr. 1). 
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Basta con dar un ligero vistazo a lo que ocurre en el panorama social-jurídico-político 
mexicano, para que cualquier persona con una saludable dosis de criterio, advierta que 
“algo” sucede con las instituciones jurídicas, y que ese “algo”, debe ser observado con 
cautela, ya que las implicaciones, al menos hasta este momento, son insospechadas. 
Constantes embates de producción normativa ponen en entredicho la existencia de entes 
públicos, los que no pueden hacer algo más que defenderse [si así puede llamársele a las 
suspensiones de actividades, la publicación de textos reflexivos, la realización de marchas, 
entre otras cosas], son la cotidianeidad desde que los suelos mexicanos alcanzaron la tan 
ansiada democracia; y “democracia” habrá para quienes la han buscado y para quienes no, 
aunque eso derrote las opiniones diversas a las corrientes mayoritarias que imperan en el 
quehacer público. 

 

1. Los organismos constitucionalmente autónomos de derechos humanos 

Actualmente, la defensa y la vigencia del orden constitucional ya no se encuentra -
totalmente- en manos de las autoridades de índole judicial; ha llegado el momento de mirar 
a los organismos públicos de derechos humanos, estas instituciones tan polémicas que 
podrían ser alguno de los últimos bastiones de quienes aspiren a una defensa técnica de sus 
más esenciales prerrogativas. Tales entes gubernamentales como se les conoce hoy día 
tienen su origen en latitudes tan lejanas como lo resultan las regiones escandinavas, 
particularmente en Suecia, en donde la figura del “Justitie-Ombudsman” se considera como 
una persona comisionada de la justicia, y cuyas funciones se encontraban vinculadas con el 
monitoreo de la legalidad en la actuación de las autoridades de índole administrativo. Ante 
tal innovación para los entes estatales, es que muchas, sino todas las ulteriores figuras 
análogas con atribuciones similares encuentran su origen en el citado orden europeo. 

Es así, que en un aspecto algo más parecido a lo que se entiende hoy en día por un 
Ombudsperson, o más bien, la función de algún ente gubernamental acorde se delimitó en 
la Constitución Sueca de 1809, en la que se reconoció que el Justitie-Ombudsman, gozaría 
de cierta independencia del gobierno en general, y que su principal función sería brindar 
protección a las personas frente a los actos administrativos gubernamentales y los posibles 
excesos en que se pudiere incurrir. 

Del mismo modo, a las personas conocedoras en la materia, no les resultará ajeno que 
algunas de las características fundamentales de este tipo de funcionarios estatales, son 
esenciales para hablar en forma sobre algo que se asemeje a un Ombudsperson en una 
locación estatal específica, tales características, De acuerdo con Rowat (1973), son las 
siguientes:  

Debe tratarse de personas dedicadas al servicio público, pero con independencia de índole 
constitucional; sus funciones tienen que estar encaminadas en brindar atención a quejas sobre actos 
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antijurídicos de índole administrativo; para atender dichas quejas deben poder realizar investigaciones, 

críticas y sus determinaciones deben ser dadas a conocer de forma pública. (Rowat, D., 1973: 39) 

Como parte de la estructura constitucional de los “Estados Modernos” es comúnmente 
aceptado que, además de la división esencial del poder público para su ejercicio en tres 
poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, se cuente con la existencia y las actividades del 
Ombudsman; resultan, por tanto, adiciones a tal división y funcionan de forma autónoma 
respecto de los poderes mencionados, no obstante, es bien sabido que para que estas 
figuras gocen de cierta eficacia (en el lugar en el que se les brinde vigencia operativa), es 
que su actuar debe ser verdaderamente autónomo. 

Alcanzado este punto, el caso mexicano nos remite a la estructura del artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), que, entre 
otras cosas, otorga vida jurídica a la figura del Ombudsman en territorio nacional, 
encargando sus funciones a una Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y a 
los organismos locales que fueran determinados por los Congresos de las Entidades 
Federativas. Es necesario recordar el punto fundamental en el que, tradicionalmente, han 
descansado algunos de los más grandes retos -si no es que el mayor de ellos- que enfrentan 
los organismos públicos de derechos humanos: el carácter de sus determinaciones. 

Recordando el propio texto constitucional, sobre el tópico en abordaje, este dispone, 
respecto de las resoluciones que emitan los organismos de protección de los derechos 
humanos que ampara el orden jurídico mexicano, que se tratará de recomendaciones 
públicas, no vinculatorias y que, en su caso, cuando éstas no sean aceptadas o cumplidas 
las autoridades o servidores públicos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa 
(CPEUM, 2026, art. 102, apartado B). 

Preciso es detenerse para hacer algún planteamiento sobre la “fuerza” con la que cuenta 
una determinación/resolución emitida por los organismos en cita, ante la literalidad de su 
denominación, esto es, al llamárseles “Recomendaciones”. Indispensable, además, es 
realizar un somero análisis del término elegido para designar a la cúspide de las funciones 
de un Ombudsperson en territorio nacional. La Real Academia de la Lengua Española 
dispone sobre el término “Recomendación”, el cual responde al “Hecho o efecto de 
recomendar” (RAE, s.f.), a su vez, alude a “Aconsejar (algo) a alguien” (RAE, s.f.). Quizá la 
fuerza vinculante de esas determinaciones sea inexistente, ante la literalidad del texto y la 
significación que se otorga al -¿desafortunado?- término con el que se eligió designar a los 
documentos con los cuales se culminan las investigaciones desarrolladas por los citados 
organismos. 

La “debilidad”, “ausencia de fuerza” u “origen de la inoperatividad” de las 
determinaciones que emiten los organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, indudablemente generó la diferenciación de los 
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sistemas de protección de los derechos humanos: uno jurisdiccional y otro no jurisdiccional 
[Se estima que, en lugar de hablar de sistemas jurisdiccionales y no jurisdiccionales de 
protección de los derechos humanos, es más apropiado el uso de medios de control 
constitucional o mecanismos de control constitucional, según se prefiera, lo cual es 
concordante con los extremos del presente trabajo, para reivindicar -modestamente-, el 
carácter y naturaleza de los organismos de protección de los derechos humanos que ampara 
el orden jurídico mexicano, es decir, concebirles como verdaderos medios de control 
constitucional], que, como es bien sabido, se encuentran a cargo de autoridades integrantes 
del Poder Judicial -particularmente de la Federación-, por medio de la tramitación de ciertos 
medios de control constitucional que, por antonomasia se refiere al Juicio de Amparo en tal 
materia; y a cargo de los citados organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, es decir, de las Comisiones de Derechos Humanos, 
Defensorías de Derechos Humanos, Procuradurías y otras instituciones. 

Tal diferenciación tuvo algo más que un simple enfoque cognitivo de índole jurídico, sino 
que ante las tímidas funciones y atribuciones encomendadas a los organismos de protección 
de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, se ha preferido y optado 
en mayor medida, por la tramitación de otros medios de control constitucional, en 
detrimento de la presentación de una queja o el inicio de un procedimiento ante los citados 
organismos; quizá esto tenga cabida por cuanto las resoluciones emitidas en el sistema 
jurisdiccional de protección de los derechos humanos, efectivamente gocen del carácter 
obligatorio para quienes resienten una de dichas determinaciones. 

Pero tal vez se podría cambiar el entendimiento de lo que entrañan las recomendaciones, 
su naturaleza, efectividad y el carácter que estas adquieren en el sistema jurídico; se 
requiere precisamente de un cambio de enfoque sobre los organismos de protección de los 
derechos humanos, esto es, a la naturaleza de sus funciones más esenciales, y en tal sentido, 
la respuesta podría estar más cerca de lo que se esperaría, pues con una simple lectura 
podría desprenderse fácilmente lo que se pretende en el presente documento: dignificar las 
funciones realizadas por los citados organismos, mediante el redimensionamiento del fin 
último de sus funciones, consistentes en que las víctimas de violaciones a derechos 
humanos alcancen la reparación integral de los daños que les fueron causados. 

 

2. La reparación integral a través de las recomendaciones de derechos 
humanos 
Una de las facultades en común que tienen los organismos autónomos protectores de 
derechos humanos es que pueden emitir recomendaciones a las autoridades responsables, 
según lo dispuesto por el artículo 102, apartado B, de la CPEUM, el cual señala: “Los 
organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán recomendaciones públicas, no 
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vinculatorias, denuncias y quejas ante las autoridades respectivas” (CPEUM, 2026, art. 102, 
apartado B). 

Para cumplir con ese mandato constitucional, la CNDH y las Comisiones locales diseñan 
y presentan recomendaciones dirigidas a las autoridades responsables. Estos documentos 
son el principal instrumento con que cuentan para otorgar un resarcimiento a las víctimas y 
evitar la repetición de futuras transgresiones, a través de la medida de no repetición. A 
diferencia de otras garantías de índole judicial, como es el Juicio de Amparo, estas 
determinaciones -recomendaciones- no se limitan a restituir el derecho violentado, sino a 
reparar en su totalidad los daños causados, siempre y cuando estén estrechamente 
relacionados con los hechos que provocaron la violación de los derechos fundamentales 
(nexo causal). 

En efecto, la esencia de una recomendación tiende a lograr la reparación integral del 
daño provocado a las víctimas de violaciones a derechos humanos, esto quiere decir, que 
cada uno de los puntos recomendatorios se diseña tomando como base los hechos, los 
daños provocados y las medidas que componen a la reparación integral, conforme a la Ley 
General de Víctimas y los parámetros internacionales al respecto. 

De tal suerte, resulta necesario tener presente que la reparación es un derecho -
autónomo- para las víctimas de violaciones a derechos humanos, una vez que dicha calidad 
-de víctima- ha sido reconocida por autoridad competente, en este caso, por alguna 
comisión de derechos humanos. Pero ¿Qué es la reparación integral? El término de 
reparación integral fue recogido por primera vez en el caso “Velázquez Rodríguez vs. 
Honduras”, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH, 1988), implicando 
un cambio paradigmático, al pasar de reparación del daño tradicional a reparación integral. 
Esta figura es una obligación internacional que consiste en la plena restitución -restitutio in 
integrum-, lo que incluye: el restablecimiento de la situación anterior y la composición de 
las consecuencias que la infracción produjo, así como el pago de una indemnización como 
compensación por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales, incluyendo el daño moral 
(CoIDH, 1994). 

En este tenor, la Corte IDH ha iniciado la sana jurisprudencia de obligar a los Estados, a 
través de sus diversas dependencias y entidades, a efectuar la indemnización pecuniaria 
correspondiente y realizar ciertas actividades o prestaciones a favor de las víctimas; tal y 
como lo hizo en el caso “Aloeboetoe y otros Vs. Surinam”, en el que señaló: 

La indemnización fijada para los herederos de las víctimas se ha previsto una suma para que los 
menores puedan estudiar hasta una determinada edad. Sin embargo, estos objetivos no se logran solo 
otorgando una indemnización, sino que es preciso también que se ofrezca a los niños una escuela 
donde puedan recibir una enseñanza adecuada y una asistencia médica básica (…) Los hijos de las 
víctimas viven, en su mayoría, en Gujaba, donde la escuela y el dispensario están cerrados. La Corte 
considera que, como parte de la indemnización, Suriname está obligado a reabrir la escuela de Gujaba 
y a dotarla de personal docente y administrativo. (Salvioli, 1995: 10). 
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El reconocimiento de la reparación integral dentro del Sistema Interamericano, como un 
derecho en sí mismo, se encuentra en el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la cual dispone que toda violación de una obligación internacional que 
haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente (Organización de los 
Estados Americanos [OEA], 1969, art. 63). Dicho deber se traslada al Estado parte de la 
Convención por la responsabilidad internacional. 

Dentro del Sistema Universal, se observa que los “Principios y directrices básicos sobre 
el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a 
interponer recursos y obtener reparaciones”, reconocen el derecho a una reparación plena 
y efectiva en las formas de “restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición” (Organización de las Naciones Unidas [ONU], 2005, principio 18). 
Además, conforme a las “Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en 
Condición de Vulnerabilidad” las víctimas deberán recibir información sobre las 
posibilidades de obtener la reparación del daño sufrido (Conferencia Judicial 
Iberoamericana, 2008). 

De forma muy sucinta se puede aseverar que la reparación integral del daño abarca la 
acreditación de daños en la esfera material e inmaterial, y el otorgamiento de medidas tales 
como: a) La investigación de los hechos; b) Restitución de derechos, bienes y libertades; c) 
Rehabilitación física, psicológica o social; d) Satisfacción mediante actos en beneficio de las 
víctimas; e) Garantías de no repetición de las violaciones, y f) La indemnización 
compensatoria por daño material e inmaterial (Calderón, 2005). Además, debe otorgarse a 
las víctimas sin distinción alguna basada en motivos de género, edad, raza, color, religión o 
credo, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, posición económica, 
nacimiento u otra condición (Corte Penal Internacional [CPI], 2014). 

A nivel nacional, el artículo 1° de la CPEUM, en su tercer párrafo, establece que todas las 
autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de sus respectivas competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, así como el 
deber de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a estos (CPEUM, 2026, 
art.1). Al examinar la última de las citadas obligaciones, se observa que la forma en que se 
alcanza una reparación en tales términos ha sido positivizada en las leyes de atención a las 
víctimas en territorio nacional. 

Debe destacarse que, en México la Ley General de Víctimas (LGV) sostiene: 
Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o menoscabo 
económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes 
jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte. 
Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que tengan 
una relación inmediata con ella. Son víctimas potenciales las personas físicas cuya integridad física o 
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derechos peligren por prestar asistencia a la víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos 
o la comisión de un delito. La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de 
los derechos en los términos establecidos en la presente Ley, con independencia de que se identifique, 
aprehenda, o condene al responsable del daño o de que la víctima participe en algún procedimiento judicial 
o administrativo. Son víctimas los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido 
afectadas en sus derechos, intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la comisión de un 
delito o la violación de derechos. (LGV, 2024, art. 4) 

En la misma línea argumentativa, se debe recordar que los artículos 26 de la Ley General 
de Víctimas y 22 de la Ley de Víctimas del Estado de Puebla (LVEP) son coincidentes en 
establecer que las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 
diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como 
consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de 
derechos humanos que han sufrido (LGV, 2024; LVEP, 2024). Asimismo, dichos marcos 
jurídicos precisan que una de las vías para lograr tanto el reconocimiento de la calidad de 
víctima, así como para acceder a los mecanismos para lograr la reparación integral, consiste 
en una recomendación emitida por los organismos de protección de los derechos humanos 
que ampara el orden jurídico mexicano. 

En este orden de ideas, la reparación integral adquiere un doble carácter, es tanto un 
derecho fundamental para las víctimas de violaciones a derechos humanos, como una 
obligación para el Estado mexicano, en concreto para aquellas autoridades a las que se 
dirige la recomendación. Dentro del contenido y estructura de una recomendación, en el 
apartado denominado “Reparación Integral” y/o “Formas de dar cumplimiento” a aquella, 
se identifican las necesidades y afectaciones de la víctima, así como la forma de resarcir el 
daño provocado. 

Tales apartados, tienen un diseño que toma en cuenta la existencia de las víctimas, pero 
más allá de ello, se fomenta su constante participación en su estructura y alcances; tal 
consideración no es limitativa, pues en ciertos casos intervenir organizaciones de la sociedad 
civil podrían llegar a tener intervención, ello es así, puesto que incluso la Ley de Víctimas 
para el Estado de Puebla, señala que para superar la vulnerabilidad de las víctimas, las 
autoridades obligadas por la Ley deben implementar medidas de reparación integral con el 
apoyo y colaboración de la sociedad civil y el sector privado, incluidos los grupos o colectivos 
de víctimas (LVEP, 2024, artículo 3). Este proceso generará una reparación integral dialógica, 
entre la Comisión de Derechos Humanos y las personas víctimas. 

Esto quiere decir que, la reparación tiene que tomar en cuenta la voz de las víctimas, para 
dejar de ser un diálogo entre élites -autoridades- que se realiza con otras voces que no son 
los directamente involucrados o los posibles perjudicados por la forma de interpretación de 
los daños y derechos (Córdova, P., 2018). 
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En efecto, la adopción de un modelo de reparación dialógico permite intercambiar 
soluciones concertadas a los problemas estructurales en torno a la reparación de derechos. 
Para decir lo mismo de un modo más claro: las autoridades y los jueces deben provocar una 
deliberación permanente con la sociedad para alcanzar definiciones colectivas sobre la 
protección y reparación de derechos y que éstas surjan de oportunidades conversacionales 
inclusivas que permitan a la comunidad ser el último intérprete de la Constitución (Córdova, 
2018) 

También es importante resaltar que la recomendación debe contemplar a todas las 
víctimas de violaciones a derechos humanos, directas e indirectas, y en su caso potenciales, 
ya que es el momento procesal oportuno en el que resulta viable su reconocimiento; 
además, el documento de responsabilidad tiene que ser preciso en los daños materiales e 
inmateriales ocasionados a cada víctima y las medidas de reparación integral a proponer, 
mismas que deberán guardar relación directa con los hechos victimizantes, así como los 
efectos de la reparación. 

Cabe señalar que, cada una de las medidas de reparación integral, contenidos en los 
puntos recomendatorios serán contempladas a favor de la víctima, teniendo en cuenta la 
gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido, así como de sus derechos 
conculcados, considerando las circunstancias y características del hecho victimizante y la 
acreditación de los daños causados. 

Esto, teniendo como referente los casos internacionales, principalmente el Sistema 
Interamericano, el cual se ha destacado por su gran labor en materia de reparación del daño, 
por ejemplo, en el caso “Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco vs. México”, resuelto 
en 2018, la CoIDH encontró responsable al Estado mexicano por las detenciones arbitrarias, 
tortura sexual y tratos inhumanos cometidos contra las víctimas directas durante operativos 
policiales en San Salvador Atenco, en su sentencia ordenó al Estado realizar ciertos actos, a 
saber: disculpa pública -medida de satisfacción-, brindar atención médica y psicológica -
medida de rehabilitación-, indemnizar a las víctimas (directas e indirectas) -medida de 
compensación- e implementar medidas legales y estructurales para evitar la repetición de 
estos hechos -garantía de no repetición. Este caso, al igual que otros precedentes regionales, 
evidenció que las víctimas tienen derecho a una reparación adecuada, reafirmando el 
carácter objetivo y directo de dicha obligación (CoIDH, 2018). 

 

3. Efectividad de las recomendaciones en materia de derechos humanos 
Resulta importante tener presente que la emisión de un documento de responsabilidad, 
como en este caso son las recomendaciones, constituyen per se una forma de reparación; 
por esa razón, es primordial la aceptación y cumplimiento de las mismas. Al aceptarse y 
cumplirse una recomendación -considerando que no son vinculantes- se demuestra el 
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compromiso de las autoridades frente a la sociedad de respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos de todas las personas y, a su vez, de reparar los daños provocados por 
las violaciones a los derechos fundamentales, cuando estas ocurren; atendiendo tanto el 
mandato constitucional como convencional, de lo contrario, no solo incumple su 
responsabilidad social, sino el hard law de los derechos humanos. Al respecto, la CPEUM, 
en su artículo 102, apartado B, señala que: 

Todo servidor público está obligado a responder las recomendaciones que les presenten estos 
organismos. Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades 
o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de 
Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las entidades federativas, 
según corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades o servidores 
públicos responsables para que comparezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que 
expliquen el motivo de su negativa (CPEUM, 2026). 

Sin embargo ¿Qué sucede cuándo la autoridad a la que se dirige la recomendación decide 
no aceptarla? Para dar respuesta a esta interrogante se debe leer de forma armónica el 
marco jurídico invocado en el capitulado previo, esto es, el artículo 1° de la CPEUM, mismo 
que debe interpretarse a la luz de los más altos estándares internacionales, ya que, este 
numeral establece de forma clara el deber de reparar las violaciones a derechos humanos, 
las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de sus respectivas competencias, tienen 
la obligación de (…) reparar las violaciones (CPEUM, 2026, art. 1). Máxime si esta obligación 
emana de una determinación pronunciada por un organismo que cuenta con carácter 
constitucional, al haber realizado previamente una investigación. 

Efectivamente, estas recomendaciones constituyen un pronunciamiento público de un 
organismo autónomo facultado a nivel Constitucional, en el que se determina la violación a 
los derechos fundamentales y se provee lo necesario para remediarla, sin que legalmente 
se encuentren sujetas al cuestionamiento por parte de la autoridad responsable, esto es, no 
existe un mecanismo de revisión posterior, operando así bajo una lógica no recursal; lo que 
les da el carácter de actos o resoluciones válidas de pleno derecho. 

Por lo que, es dable precisar que la obligación de reparar los daños a causa de una 
violación a derechos humanos subsiste, esto a pesar de que la autoridad a la que se dirigió 
decida no aceptarla, ya que dicha decisión -en ocasiones- obedece a una decisión política, 
más que jurídica. Para lo cual, las víctimas tienen disponibles las vías procesales para exigir 
su derecho a la reparación integral [Resaltando, la vía administrativa que precisa la Ley 
General de Víctimas, así como por juicio de responsabilidad patrimonial del Estado, según 
la normativa aplicable]. Esto, independientemente de que la autoridad señalada como 
responsable acuda al Congreso respectivo a expresar sus justificaciones. 

Con la postura de la autoridad que decidió no aceptar, y por ende, no cumplir una 
recomendación, se trastoca el sistema jurídico mexicano, en específico, al principio de 
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efectividad de los derechos humanos, considerando que uno de los fines primordiales del 
Estado es garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales consagrados en la 
CPEUM y los Tratados Internacionales; siendo las comisiones de derechos humanos un 
órgano no judicial, competente, idóneo y viable para lograr su materialización, pues a través 
de la emisión de sus recomendaciones garantizan la vigencia de la Constitución Federal y el 
marco jurídico nacional e internacional de los derechos humanos. 

A mayor abundamiento, podría resultar provechoso apuntalar la pertinencia de las 
resoluciones dictadas por los organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, si es que aún quedase alguna duda al respecto, al 
argumentarse que al quedar alejadas del carácter vinculatorio que caracteriza a una 
sentencia de índole judicial, lo cual justificaría que su eficacia y efectividad, se encontrase 
en entredicho; en tal sentido conviene tomar en consideración lo que los integrantes del 
Poder Judicial de la Federación, han estimado como precedentes, sobre el carácter, 
funciones y atribuciones de los citados organismos públicos. 

Es por lo anterior, que resalta la Controversia Constitucional 41/2022, planteada por la 
Fiscalía General del Estado de Morelos, en contra de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Morelos, en la que se tuvo como acto de invalidez a los siguientes: 

Acuerdo de 11 de noviembre de 2021, emitido por la Jefa de la Unidad de Seguimiento a 
Recomendaciones y Solicitudes de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, dentro 
del expediente CHDM/SE/V3/061/257/2020, mediante el cual inconstitucionalmente se tiene 
indebidamente por rechazada en su totalidad la recomendación de 19 de octubre de 2021, realizada al 
Fiscal General del Estado de Morelos, quien la aceptó de forma parcial en cuanto a los puntos que sí 
son de su competencia, como se explica más adelante; así como los efectos y consecuencias que de 
dicho acuerdo deriven en agravio de este organismo constitucional autónomo, violentando el principio 
de división de poderes y el orden constitucional establecido. (SCJN, 2022) 

Al resolver el medio de control constitucional citado, la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, advirtió entre otras cosas, que las recomendaciones emitidas por 
los organismos de protección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico 
mexicano pueden encontrarse integradas por una diversidad de reparaciones integrales, con 
un enfoque directo en las víctimas. Pero además se estimó que las recomendaciones, por sí 
mismas, son una garantía no jurisdiccional para la defensa de la Constitución, por lo que, en 
forma concreta, una recomendación no puede ser combatida en sus méritos a través de un 
medio de control constitucional diverso (SCJN, 2022). 

En concordancia con lo anterior, la citada Segunda Sala, determinó que, si bien, los 
procedimientos de queja a cargo de los organismos públicos de protección de los derechos 
humanos, no tiene como finalidad la emisión de una resolución vinculante para las partes, 
ciertamente de ser necesaria la emisión de una recomendación por las particularidades del 
caso que se trate, esto descansaría en un procedimiento de investigación, razonamiento y 



 

 

 
pp. 9-29 

21 
 

 

 

 

Artículo: “La reparación del daño en las 
recomendaciones de derechos humanos” 

Jessica Calderón García e Iván Andrés Flores Cano 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2667  
Número 14 
julio-diciembre 2026 

argumentación, a fin de establecer no solo que una autoridad vulneró algún derecho 
humano, sino que además lo que se contendrá en el documento recomendatorio será una 
serie de consideraciones para implementar diversas acciones, a fin de restituir -reparar- de 
manera integral el derecho humano vulnerado (SCJN, 2022). Este criterio se robustece con 
lo argüido por la SCJN en el Amparo en Revisión 1066/2015, al establecer que: 

Las recomendaciones (…) son el resultado de procesos de rango constitucional, a través de los cuales 
se pretende analizar la presunta violación a derechos humanos por parte de las autoridades y 
servidores públicos, emitiendo recomendaciones específicas en caso de que se haya constatado la 
existencia de dichas violaciones”, además, en ese mismo Juicio de Amparo en Revisión advirtió que: 
“las recomendaciones (…) son garantías constitucionales no formalmente jurisdiccionales, cuya fuerza 
vinculante surge de que la autoridad responsable acepte la recomendación, o en su caso de negativa, 
surge la obligación de justificar tal cuestión”. Esto quiere decir, que una vez que es aceptada, las 
autoridades refuerzan su deber moral con los derechos fundamentales y se obligan a su pleno 
cumplimiento teniendo un carácter vinculante. Al no aceptar, se colocan en una balanza de control 
social, teniendo que hacer pública dicha respuesta y someterse una rendición social al respecto (SCJN, 
2015). 

Entonces, para lograr que la eficacia de los derechos humanos sea una realidad en 
México, es requisito sine qua non que las autoridades contribuyan y lleven a la práctica su 
compromiso institucional, moral y personal, con la defensa, respeto, protección y garantía 
de los derechos humanos; deber que está presente desde el momento en que se decide 
aceptar desempeñarse como servidor público. Muestra de este compromiso, es la 
aceptación y cumplimiento de buena fe de las recomendaciones que emiten las Comisiones 
de Derechos Humanos; de lo contario, solo se evidencia la indiferencia hacia los derechos 
de las personas víctimas y una falta de congruencia con los deberes del cargo encomendado, 
aunado a que, esto conlleva la inobservancia de su obligación legal, constitucional y 
convencional, por ende, daría lugar a responsabilidades en la materia. 

Sin olvidar, que a nivel macro, se produciría una erosión del Estado de Derecho, pues 
México se comprometió al establecimiento de recursos efectivos e idóneos para el reclamo 
de los derechos humanos, siendo una vía el procedimiento de queja que se instaura y sigue 
ante los Organismos Constitucionalmente Autónomos en esta materia. 

En caso de que, llegados a este punto, aún resultase dudoso el carácter, pertinencia y 
efectividad de los organismos públicos de protección de los derechos humanos, mediante 
la emisión de Recomendaciones, podría tomarse de forma ilustrativa, lo sucedido de forma 
conjunta con 68/2019, emitida por la CNDH (2019) y con la Recomendación 25/2020, 
emitida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla (CDHP, 2020); dichos 
pronunciamientos tuvieron un común denominador en el Sistema Penitenciario Mexicano, 
pero en particular con el Sistema Penitenciario del Estado de Puebla, a saber: el tratamiento 
brindado a las mujeres privadas de la libertad (MPLs) y a las niñas y niños que habitan en 
compañía de sus madres privadas de la libertad. En particular debe destacarse que ambos 
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documentos, puntualizaron de forma congruente, que la existencia de Centros 
Penitenciarios Mixtos [En particular de lo que sucedía en el entonces Centro de Reinserción 
Social de Puebla], representaba un riesgo para la estancia digna de las MPLs, por lo que por 
un lado, de forma directa se estableció la necesidad y pertinencia del establecimiento de un 
Centro Penitenciario Femenil, y por otro lado, tímidamente, que se evitara todo contacto no 
autorizado entre la población varonil y femenil. 

En efecto, como se ha dicho en apartados precedentes, el carácter no vinculante de los 
documentos recomendatorios, podría haber incidido de forma negativa en el 
establecimiento de un régimen penitenciario, que fuera respetuoso de hombres y mujeres; 
no obstante, lo que sucedió en la realidad es que entre los años 2022 y 2023, se realizaron 
una serie de acciones puntuales para reorganizar a la población penitenciaria y establecer 
al Centro Penitenciario de Ciudad Serdán, Puebla, como un centro especializado en la 
atención de MPLs, lo cual fue corroborado por la CDHP, en los Diagnósticos Estatales de 
Supervisión Penitenciaria, de los años 2023 y 2024. 

Debe destacarse que, a diferencia de lo que hubiere sucedido mediante el ejercicio de 
un medio de control constitucional diverso, por ejemplo, con la tramitación de sendos 
juicios de amparos tendientes a garantizar el respeto de los derechos humanos de las MPLs, 
se estima que los efectos de las resoluciones que se habrían emitido, no habrían tenido un 
efecto erga omnes, como el obtenido mediante la atención de los documentos 
recomendatorios, en referencia; esto es, una reparación integral de las violaciones a 
derechos humanos advertidas, que se tradujeran en nuevo paradigma penitenciario, en una 
entidad federativa. 

De lo expuesto, es posible advertir la atención de los contenidos de los documentos 
Recomendatorios emitidos por los organismos públicos de protección a derechos humanos, 
es un camino viable no sólo para lograr la reparación integral de los daños ocasionados, por 
las violaciones a derechos humanos, sino también para garantizar una vida digna para todas 
las personas. 

Esta fenomenología no es exclusiva de la órbita mexicana, tomemos por ejemplo lo que 
sucede con el Defensor del Pueblo de Colombia, pues a pesar de que tiene ciertas 
similitudes en sus funciones con lo que sucede con los organismos públicos de derechos 
humanos en México, ciertamente su carácter, naturaleza e inclusive, su actuación reviste 
ciertas diferencias sustanciales; en particular, por cuanto a su pertenencia al Ministerio 
Público Colombiano, sin que ello incida negativamente en su labor de velar por la 
promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos (Ley 24 de 1992, art. 1°). 

Podría decirse que hablaríamos entonces de una figura con similitudes a lo que se conoce 
en México, pero, en donde estribaría alguna diferencia, si es que en verdad la hay, es en la 
formulación normativa, que permea a sus actividades, esto es, por cuanto se señala que sus 
opiniones, informes y recomendaciones tienen la fuerza que les proporciona la Constitución 
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Nacional [de Colombia], la ley, la sociedad, su independencia, sus calidades morales y su 
elevada posición frente al Estado (Ley 24 de 1992, art. 7°); no obstante, de forma destacable 
alguna de las posibilidades para el citado defensor es plantear, la defensa de la Constitución 
Nacional [de Colombia], de la ley, del interés general y de los particulares, ante la Corte 
Constitucional Colombiana. 

Es posible establecer que, en algunas latitudes en las que la labor de las instituciones de 
defensa de los derechos humanos, ha encontrado ciertos retos, lo que se ha hecho para 
afrontarlos es diversificar su actuación, dotando de un carácter representativo en los casos 
contenciosos; tal caso podría ser una alternativa en México, siempre y cuando ello no 
revistiere retrasos en la adopción de medidas para lograr la reparación integral de las 
violaciones a derechos humanos, puesto que, la tramitación de cualquier asunto [que a la 
postre ya se encontraría resuelto por una autoridad], traería aparejada la inversión de un 
tiempo determinado para agotar las fases procesales conducentes, y posterior a ello, si es 
que le asiste la razón jurídica, comenzar con la ejecución de la resolución respectiva; lo que, 
se insiste, representa un retraso en el acceso a la justicia, para las víctimas. 
 

Conclusión 
Ciertamente es relevante para las y los entusiastas del derecho constitucional mexicano, que 
los mecanismos de defensa de la Constitución se optimicen en cuanto a su uso y su 
evolución, es decir la irradiación de sus funciones a otras cuestiones que podrían ser 
necesarias para brindar protección a la sociedad. Las y los integrantes del Poder Judicial de 
la Federación (tímidamente) han emitido ciertas valoraciones a casos concretos, en los que 
se han pronunciado sobre el carácter de una recomendación, determinando que tales 
documentos entrañan esencialmente un medio para garantizar la vigencia del texto 
constitucional, máxime que se ha estimado de forma medular que uno de los fines 
específicos de los textos recomendatorios, es precisamente acercar a las víctimas a una 
reparación integral de los daños causados por violaciones a derechos humanos. 

Aunado a lo anterior, es curioso el contenido de otras determinaciones, en las cuales se 
advierte cierto titubeo en cuanto al cómo dotar de certeza a las personas, sobre la 
naturaleza tanto de las actividades desarrolladas por los organismos de protección de los 
derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, como la fuerza que tienen sus 
determinaciones, ciertamente hay casi absoluto consenso, en dejar en un plano de 
inferioridad a las recomendaciones frente a las sentencias, siempre prefiriendo la 
vinculatoriedad de las segundas como un aspecto que podría garantizar mejor su 
acatamiento por quienes resulten responsables de, precisamente, violentar derechos 
humanos; lo cual, como ha sido sostenido en líneas anteriores, es un error, por cuanto hay 
bastantes y sobradas razones para dotar de carácter vinculatorio a dichos documentos sobre 
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todo, si han sido aceptadas y en caso contrario, acudir a las vías administrativas y judiciales 
(con la recomendación) a exigir su cumplimiento. Esto es concordante con el respeto y 
reconocimiento a los derechos humanos de las personas, a que se ha dado cabida en el texto 
constitucional en vigencia, así como el principio de “máxima protección” a las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos. 

Aun y cuando existieren voces en contrario, estas voces deberían ser acalladas por un 
simple ejercicio de raciocinio en el que cabe preguntarse, en cuántos casos las personas 
responsables por la comisión de cualquier acto o hecho antijurídico, estaría en total aptitud 
para asumir una determinación en su contra, acatar las medidas que se han establecido para 
resarcir los daños que ha ocasionado y aceptar públicamente que ha obrado “mal” y que 
deberá comprometerse a evitar actos futuros de esa índole; el casi absoluto “nadie lo haría” 
es un argumento adicional para no dejar en arbitrio de las personas integrantes de una 
institución que ha perpetrado una violación a derechos humanos (con o sin intención), la 
posibilidad de asumir o no su responsabilidad en los hechos, y aunque así se considerase, 
cabría preguntarse lo que sucedería –o sucede- con las personas que han sido reconocidas 
como víctimas de violaciones a derechos humanos, por organismos que cuentan con una 
exclusividad en la función de investigación de tales asuntos. 

Es decir, con una simple negativa del propio ente violador de derechos humanos, 
pareciese que un derecho que ha sido determinado que existe en favor de la(s) victima(s), 
se esfumase y todo lo realizado por el organismo protector de derechos humanos de que se 
trate, quede en la misma nada, precisamente como si nada hubiese sucedido. 

De forma altamente llamativa pareciese que la razón de la existencia de los organismos 
de protección de los derechos humanos, en territorio nacional, responde a la naturaleza 
moderna, democrática y avanzada que identificaría a los Estados Unidos Mexicanos, en un 
esquema en el que no hace falta recurrir ante un tribunal o juzgado, para hacer justiciables 
ciertos derechos –que a la postre se trata de derechos humanos-, sino que basta con acudir 
a una instancia en la que los formalismos, la representación jurídica, los altos costes 
monetarios y la tardanza burocrática, son ausentes en pro de quienes requieren estos 
servicios, es decir, para tutelar apropiadamente los derechos humanos de las personas en 
la vía no judicial. 

No obstante tantas bondades no podrían encontrarse desprovistas de una cuestión que 
limita, entorpece o, en última instancia, hace imposible lo anterior, se habla de la forma en 
la que se permite que las autoridades que previa realización de una investigación -sí, de 
índole administrativa, pero una investigación jurídica al fin- ha determinado que una 
persona ha sufrido una violación de sus más elementales derechos, que existe 
responsabilidad de ciertas personas servidoras públicas y el camino que tendría que 
seguirse para obtener una reparación integral de los daños, pero que esto último sea posible 
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quedará al arbitrio o criterio de las autoridades que precisamente vulneraron esos 
derechos. 

Algo que resulta realmente preocupante y podría hacer que todo el potencial catalizador 
del orden jurídico que implica contar con organismos de protección de derechos humanos 
resulte en un despropósito, es la descalificación de las funciones desarrolladas por dichos 
organismos. 

De esta forma, podemos afirmar que la reparación del daño por violación a los derechos 
humanos subsiste a pesar de que las autoridades no acepten las recomendaciones 
formuladas por organismos públicos de derechos humanos, o no quieran cumplirlas; ya que, 
efectivamente la reparación integral del daño es un derecho en sí mismo para las víctimas 
de violaciones de derechos humanos. En tal tesitura, se observan dos formas para lograr su 
efectividad a pesar de la postura de las autoridades responsables, esto por medio del litigio 
estratégico, a saber, se proponen las vías siguientes: 

A. A través de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado (2023) -y sus 
homologas a nivel local-, la cual señala que lo conducente, para cumplimentar los 
fallos de la CoIDH, así como las recomendaciones de la CNDH y de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (2026), aceptadas por los entes públicos 
federales y por el Estado Mexicano en su caso, en cuanto se refieran al pago de 
indemnizaciones. Dicho texto legislativo es contrario al arábigo 1 de la CPEUM, que 
reconoce el derecho autónomo a la reparación integral por violaciones a derechos 
humanos, sin condicionar su exigibilidad a la voluntad propia del ente responsable; 
por lo que deberá impugnarse su constitucionalidad y solicitar su interpretación 
conforme para permitir que las personas afectadas puedan reclamar 
indemnizaciones por violaciones a derechos humanos sin que sea requisito su 
aceptación formal por parte de la autoridad señalada. Claro, que lo idóneo sería que 
dicha Ley sufriera una reforma con efectos erga omnes. 

B. Por su parte, LGV (y sus homólogas en las entidades federativas mexicanas) establece 
que el acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral es procedente 
desde la simple emisión de una recomendación, sin requerir su aceptación (LGV, 
2024). Sin embargo, en la práctica persisten obstáculos normativos y administrativos 
que dificultan su aplicación, tan apréciese el caso del Estado de Puebla, en el que no 
existe algún caso de éxito en el que se haya permitido que una víctima acceda a dicho 
fondo; aunque existen lineamientos operativos, éstos se limitan a víctimas de delito, 
sin incluir a las víctimas de derechos humanos (Comisión Ejecutiva Estatal de 
Atención a Víctimas, 2025). Por lo que se requerirá su impugnación, siendo 
indispensable impulsar litigios estratégicos que permitan derribar estos candados 
interpretativos y que garanticen que la sola existencia de una recomendación, 
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debidamente fundada, sea suficiente para activar los mecanismos de reparación en 
sede administrativa. 

La obligación de reparar el daño causado por violaciones a los derechos humanos no 
depende de la aceptación o cumplimiento de las recomendaciones emitidas por los 
organismos públicos de derechos humanos por parte de las autoridades responsables. Este 
principio se sustenta en el hecho de que la reparación integral del daño constituye un 
derecho fundamental para las víctimas, independiente de las acciones o inacciones de los 
entes públicos.  

En consecuencia, el Estado tiene el deber de garantizar el acceso a una reparación 
adecuada, efectiva y completa, que abarque medidas de restitución, compensación, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, conforme a los estándares 
internacionales en la materia. Este derecho a la reparación es un elemento esencial en la 
protección y promoción de los derechos humanos, así como en la restauración de la 
dignidad de las víctimas. 
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